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CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL PACTO ESTATUTARIO (RESUMEN)

Un análisis de los negativos efectos económicos y sociales que el incumplimiento del Pacto Estatutario provoca en la sociedad vasca

(Documento elaborado para su aportación en la primera comparecencia de la Vicelehendakari ante la Comisión Especial sobre Autogobierno del Parlamento Vasco). 

Documento completo en www.eaj-pnv.com

I.- ÁREA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

El desarrollo de las competencias asumidas en el Estatuto de Gernika en el área de trabajo y seguridad social pasa por ser uno de los retos pendientes más trascendentales para lograr el impulso y profundización del autogobierno. Tal empeño debe a su vez enderezarse con la voluntad de atender y respetar los principios de solidaridad, cohesión territorial e igualdad básica de la ciudadanía.

El hecho de que Euskadi tenga una composición distinta en sus agentes sociales a la del Estado y, sobre todo, que en éste último no haya flexibilidad suficiente para respetar ésta peculiaridad del marco vasco de relaciones laborales, influye de un modo muy negativo en las condiciones del diálogo social con interferencias de orden político.

Pero, la principal consecuencia negativa de la falta de desarrollo de estas facetas laborales y sociales del autogobierno vasco, habría que medirla en términos de pérdida de eficacia de los poderes públicos vascos para elaborar y poner en práctica políticas que atiendan a los problemas sociolaborales específicos de la sociedad vasca y refuercen el crecimiento y la competitividad de la economía vasca.

Así se percibió durante la crisis económica y los procesos de reconversión industrial de principios de los noventa, a partir de los cuales fue necesario generar nuevas políticas de fomento del empleo desde el Gobierno vasco de un modo simultáneo a las que ya realizaban aquí el INEM o el Ministerio de Trabajo. El refuerzo ha dado resultados positivos en el empleo y en la economía vasca, demostrando que las capacidades que comprende el autogobierno vasco pueden generar una alta rentabilidad social.

La autonomía política implica ineludiblemente capacidad de diseñar políticas públicas propias y, por lo tanto, hay que aceptar que pudiera albergar la posibilidad de que la democracia social tenga distintos contenidos en materia de derechos sociales de la ciudadanía en unos u otros ámbitos territoriales, tal y como ocurre en el espacio de la Unión europea, y sin que ello suponga desigualdad alguna en los derechos y libertades fundamentales, entre ellos el libre intercambio y circulación de trabajadores, por supuesto, garantizando todos los principios de solidaridad aplicables en función de la posición socioeconómica de Euskadi para con el Estado.

II.- ÁREA DE INFRAESTRUCTURAS Y MEDIO AMBIENTE

Para el autogobierno vasco todas la no asunción de las competencias en éste área supone realizar una lectura restrictiva del Estatuto de Gernika, produciendo una merma fundamental de expectativas para poder realizar una gestión pública eficaz y poder disponer mínimamente de una política vasca de infraestructuras.

La consecuencia más importante es que las instituciones vascas no pueden trabajar en la búsqueda de soluciones a los muchos problemas que tiene hoy planteados el transporte de mercancías o la gran movilidad interna y hacia el exterior que practica la ciudadanía vasca. Se pierden muchas posibilidades de mejora y no se impulsa adecuadamente la actividad económica aprovechando la combinación de todos los recursos públicos.

Por otra parte, desde el punto de vista de los recursos naturales ubicados en Euskadi y de la protección medioambiental relacionada con los mismos, las expectativas apuntan a una progresiva pérdida de interés por su preservación y su valorización, al estar dependientes en su tratamiento exclusivamente de intereses globalizados del Estado, intereses que a menudo se encuentran muy alejados incluso de las políticas de grandes principios que se desarrollan en la Unión europea.

El ejemplo más claro y reciente lo tenemos en el Plan Hidrológico Nacional, en el que bajo la apariencia de búsqueda de soluciones de solidaridad territorial en el aprovechamiento del recurso natural, existe un preocupante desprecio hacia muchos de los problemas medioambientales que plantea la gestión de trasvases de agua de unas cuencas a otras. El verdadero debate oculto a la ciudadanía, sin embargo, se encuentra en los anexos que relacionan las obras hidráulicas de interés general que financiará el Estado. Se ha hecho un debate de dinero allí donde el debate real era la protección y sostenibilidad medioambiental.

III.- ÁREA ECONÓMICO-FINANCIERA

El resumen de la situación actual en este área puede expresarse mediante la imagen de que las instituciones vascas, a pesar de tener en el Estatuto de Gernika reconocidas importantes competencias en el área económico-financiera, no tienen reconocidas en las Leyes estatales vigentes prácticamente ninguna capacidad de intervención o actuación.

La ciudadanía vasca tiene que reflexionar sobre la situación a la que conduce contar con unas instituciones propias que no pueden influir, opinar o, mínimamente, representar a los intereses económicos y sociales de los vascos y vascas en el importante entramado del sistema financiero.

La economía vasca crece a mayor ritmo que la estatal, impulsada por una potente iniciativa privada y unos poderes públicos que actúan una y otra vez en su apoyo, por lo que también resultará fundamental su intervención y participación en el sistema financiero del entorno del que dependen muchas de las incógnitas de progreso económico y muchas de las capacidades de actuación ante los ciclos económicos negativos.

Es una cuestión de supervivencia ante los retos de la economía globalizada que las instituciones vascas tengan algo que decir sobre los bancos, las aseguradoras, las bolsas de valores, etc... Es también una cuestión de sentido común que emana de la propia aspiración de autonomía política.

No nos referimos, por otra parte, a asuntos de política macroeconómica, o simplemente a los asuntos de grandes operaciones financieras, aunque a nadie se le escapa que una operación como la fallida fusión Endesa-Iberdrola, que afecta a una de las empresas radicadas en Euskadi más importantes, y que incide en definitiva en la línea de flotación de las economías de muchos vascos y vascas, no puede gestionarse sin la más mínima participación de las instituciones vascas.

Gran parte de las expectativas que trasladaban al autogobierno vasco las competencias recogidas en el Estatuto de Gernika en el área económico-financiera dependen de una necesaria interpretación y limitación del alcance de la unidad económica y de mercado del Estado. Sin apriorismos que tiendan a conservar las inercias del poder económico imbricadas en el poder político, las instituciones vascas deben participar en muchos de los foros y procesos a nivel de Estado que hoy en día tienen completamente cerrados. Por poner un ejemplo singular pero lo suficientemente expresivo, parece difícilmente sostenible que el Banco de España siga siendo un organismo endogámico del Estado, que debiera abrirse a la pluralidad de poderes públicos existentes en el Estado autonómico.

IV.- ÁREA DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO

Una vez más, las situaciones de lectura contradictoria del Estatuto de Gernika o de transferencias pendientes, se reflejan en una insuficiencia de medios y de instrumentos de las instituciones vascas para realizar políticas de promoción industrial de un modo verdaderamente eficaz.

En este área se manifiesta una clara reminiscencia del Estado clásico y centralista, obsesivo con la presencia del poder de gasto público en todos los sectores de la actividad económica y en particular en el más decisivo sector industrial.

Las expectativas de futuro apuntan a una descoordinación cada vez más acusada entre la política de promoción económica que realizan las instituciones vascas desde el conjunto de todos sus niveles institucionales y la política que realiza el Gobierno estatal desde una atalaya muy alejada de la realidad social última a la que afecta.

Aún a pesar de esta deficiencia notable, en un área que precisa como la que más de la coordinación y colaboración interinstitucional, lo cierto es que los sectores económicos y productivos vascos siguen aprovechando los esfuerzos que realizan las instituciones vascas a favor de mejorar su competitividad y adaptación a los retos del futuro y, más aún, a favor de que los resultados de crecimiento sean positivos.

V.- ÁREA DE EDUCACION E INVESTIGACION

El autogobierno vasco se extiende en plenitud a la totalidad de gestión de un sistema educativo que se encuentra en plena ebullición, tanto por los importantes retos de futuro que tiene planteados –derivados de los avances tecnológicos y de los progresos sociales- como por las constantes expectativas de cambio que alimentan cíclicamente los distintos programas políticos –en una fase más dirigida a crear la expectativa pura que a acometer con fundamento reformas eficaces-.

Es este un área que se presta notablemente a la demagogia en la confrontación política y que, sin embargo, sufre pacientemente muchos problemas derivados de la complejidad que entraña la gestión de un volumen tan elevado de recursos, los paralelismos entre las redes públicas y las tradicionales redes privadas, la necesidad de imbricación en la sociedad y en el mundo laboral, el prestigio y liderazgo social de los profesionales, etc...

Para la sociedad vasca las lecturas contradictorias que se han hecho del potencial que refleja el Estatuto de Gernika se traducen principalmente en una mayor dificultad de las instituciones vascas para apoyar con eficacia la labor de los profesionales de la educación y para coordinar y dotar de recursos suficientes al sistema educativo.

Las opciones políticas de ámbito estatal, conciben la enseñanza como un único sistema estatal más que como la suma de sistemas territoriales diversos y ricos en sí mismos en singularidades y en potencialidades de desarrollo. La negativa a dotar al sistema educativo de un marcado carácter territorial y las inconfesables intenciones de recuperar decisiones de gestión para la Administración estatal, son los dos problemas más importantes a los que se enfrenta el desarrollo del autogobierno vasco en materia de educación.

El Gobierno estatal ha dejado durante el año 2001 suficientes manifestaciones de esas intenciones tras dos iniciativas legislativas, una sobre Formación Profesional y otra sobre Ordenación de las Universidades, que incluso provocan la percepción de obedecer a una planificación política de clara involución en la conformación legal de todos los sistemas educativos, regresando a posturas preconstitucionales y a un nuevo escenario de reparto de responsabilidades entre los poderes públicos, en el que el Gobierno estatal y la Administración del Estado ostenten todas las decisiones de política educativa y las Comunidades Autónomas, que verán prácticamente suprimidas todas sus competencias normativas, pasen a desempeñar una función exclusivamente gestora en los centros docentes, condicionada además por las decisiones de coordinación y las políticas de calidad que definirán nuevos órganos y agencias del Estado.

La regulación que pretende el Gobierno estatal para la formación profesional se presentó con la vitola de una deseable integración de todos los sistema reglados con las experiencias desarrolladas en el mercado laboral. Los planteamientos regresivos del anteproyecto estatal, más allá de la intención más llamativa, por abusiva, de que el Estado recupere la dirección y titularidad de centros docentes, se ven en la fijación centralizada de todas las acciones y programas formativos, sin que las autoridades autonómicas tengan asignada ninguna capacidad de adaptación a las singularidades y necesidades que se manifiesten en su respectivo ámbito territorial en función de su tejido empresarial, de las necesidades detectadas hacia diversas profesiones y oficios, de las dificultades de acceso al mercado laboral, de reciclaje, etc... De verse materializada la iniciativa, se pondrán en entredicho los esfuerzos importantes y el trabajo concienzudo que se viene haciendo en Euskadi desde la aprobación del Plan Vasco de Formación Profesional.

El otro asunto de la nueva ordenación de las Universidades ya se encuentra vigente. Al respecto, dentro del rechazo que han expresado la opinión pública y muchos de los propios agentes de las comunidades universitarias, se han destacado tanto la anulación de competencias normativas de las Comunidades Autónomas (que carecerán de capacidad para diseñar una política de educación universitaria) como la reducción de la propia autonomía universitaria, pues la nueva regulación impone una transformación de las Universidades actuales que puede hacer peligrar su capacidad de adaptación a los nuevos retos, ordenándoles ajustarse a un único patrón de organización, volviendo al sistema de selección del profesorado por oposición nacional y condicionando la oferta educativa, la admisión de alumnos, los planes de estudio y otras muchas decisiones de índole académico y gestor a nuevos reglamentos que se reserva el Gobierno estatal. A las Comunidades Autónomas se les relega en este proyecto a una única misión financiadora de la actividad universitaria, sobre la que carecerán de influencia y de toda capacidad indispensable para dar un uso eficiente a los recursos públicos.

La ciudadanía vasca tiene que ser consciente de que, más allá de las interferencias de política general que inundan la vida educativa, el problema real para que los servicios educativos sean simplemente eficaces y eficientes deriva, por una parte, de la insuficiencia de reconocimiento de capacidades a las instituciones vascas para decidir la política de recursos y, por otra parte, de la ambición de políticas estatales por controlar las decisiones de gestión de los recursos e imprimir una determinada dirección política homogénea al sistema en su conjunto.

VI.- ÁREA DE INTERIOR

Las implicaciones que para la sociedad vasca tiene principalmente el desencuentro en materia de seguridad pública son incalculables en términos de desconfianza, hastío e incluso de riesgo de fractura de la convivencia social.

Resulta imprescindible tanto para la sociedad vasca como para la fortaleza del propio sistema democrático el consenso político, más allá y sin perjuicio lógicamente del inequívoco deseo de todos los ciudadanos y ciudadanas vascas por alcanzar la pacificación y normalización de Euskadi.

Todo el resto de cuestiones pendientes en materias relacionadas con el área de interior padecen los efectos políticos de una situación traumática para toda la sociedad vasca que impide avances normalizados de la convivencia y, en consecuencia, del normal ejercicio de funciones públicas.

VII.- ÁREA DE JUSTICIA

Las implicaciones que para la sociedad vasca puede tener la actual perspectiva de centralización de la mayor parte de funciones relacionadas con la Administración de Justicia siguen de un desajuste, cada vez más evidente, entre la tendencia política general de descentralización que traslada el modelo autonómico y una situación anacrónica de enclaustramiento de uno de los poderes públicos más relevantes del sistema democrático en el entramado central de poder político estatal.

Son innumerables ya los intentos fallidos de reforma de la justicia para mejorar su funcionamiento como servicio público eficaz, anunciados desde los programas políticos partidarios y desde los sucesivos Gobiernos estatales, sin que ninguno de ellos cuaje en aquellas partes del sistema más organizativas, porque una y otra vez se limitan a enunciar objetivos de esa naturaleza y a reducir los cambios única y exclusivamente a cuestiones colaterales sobre la carrera y las condiciones laborales de jueces y magistrados.

Ninguno de los servicios públicos ha podido modernizarse y adecuarse a las demandas de la ciudadanía en su funcionamiento sin hacerse verdaderamente permeable a la organización territorial del Estado, incorporando los suficientes elementos de descentralización en su gestión y de autonomía de sus agentes.

El propio entramado del Poder Judicial debe impregnarse de nuevos aires de consenso distintos a los actuales, así como de nuevas fórmulas de estructuración del Poder Judicial en las que se vea de un modo transparente el papel político de las Comunidades Autónomas.

El Estatuto de Gernika dice que corresponde a las instituciones vascas dirigir la actividad y las instituciones penitenciarias. Distintos representantes del Gobierno estatal han dicho que habría que consultar a los españoles si procede esta transferencia y que no se dan las condiciones para que pueda cumplirse el Estatuto en este extremo.

Trasladan a la sociedad vasca que los desacuerdos políticos en materia de pacificación y política antiterrorista impiden cumplir el Estatuto, ésta es la cuestión.

Sin embargo, no son leales del todo con esta sociedad vasca, porque de la gestión de los centros que se encuentran en Euskadi, como lugares en los que también existe una obligación de servicio público, dice el Estatuto de Gernika que se tienen que ocupar las instituciones vascas y todavía no se ha permitido que esto pueda hacerse realidad.

VIII.- ÁREA DE CULTURA

Las consecuencias que acarrea la tendencia incesante a la politización de cuantas manifestaciones culturales existen, suponen una notable pérdida de valor de su indudable riqueza intelectual y económica.

Sólo la normalización política del País puede ofrecer expectativas positivas de futuro para un ámbito como el de la cultura, que, no obstante, sobrevive con fuerza propia porque es expresión de la razón de ser de la propia sociedad vasca.

IX.- AREA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN

Las implicaciones que para la sociedad vasca traen las lecturas restrictivas de las capacidades del autogobierno vasco en estos ámbitos se manifiestan principalmente en la limitación de medios e instrumentos para realizar políticas eficaces de protección, promoción e impulso en Euskadi de los sectores terciarios de la economía y de los sectores industrial, comercial y de servicios asociados a aquellos que, no obstante, mantienen un tono competitivo y prometedor en muchas partes del País, con importantes sistemas de producción, transformación y comercialización de los productos de la agricultura, la ganadería y la pesca.

X.- GARANTÍAS POLÍTICAS DEL AUTOGOBIERNO VASCO

Dedicamos este apartado a analizar la incidencia de otros muchos factores que, sin ser necesariamente competenciales, inciden sobre el bagaje competencial derivado del Estatuto de Gernika, bien impidiendo que sus contenidos se activen, bien posibilitando su desconocimiento o su interpretación en un sentido regresivo para el autogobierno vasco.

Sin que este apartado responda a un criterio técnico estricto, digamos que en todos los aspectos siguientes se encuentra en juego la garantía política de la existencia del propio autogobierno vasco, de modo que se trata de situaciones heterogéneas en las que se propicia una pérdida irreparable de elementos indispensables para que la sociedad vasca, a través de sus instituciones, pueda defender sus intereses, evitar o contrarrestar decisiones que le perjudiquen, hacerse valer y oír, en definitiva, como expresión de su identidad y razón de ser.

La existencia de mecanismos de participación o de presencia eficaz en todos los foros en los que se tomen decisiones que pueden influir sobre los intereses de la sociedad vasca constituye un primer elemento garantista.

Esta cuestión puede tener innumerables manifestaciones que nos llevarían, en última instancia, a analizar el propio funcionamiento del Estado como entramado de instituciones que debe ser permeable a la organización territorial del poder político de la que se ha dotado constitucionalmente, o hacia donde ésta pueda evolucionar en un futuro.

A este punto de vista pertenecen un conjunto importante de déficits, tanto en lo estructural como en lo coyuntural, que hacen del Estado español un modelo en construcción inacabada, en el que se encuentran pendientes de definir asuntos que afectan a todos los Poderes del Estado y que influyen decisivamente en la dimensión de las garantías de las que dispone realmente el autogobierno vasco.

Así se aprecia en la configuración del Senado, como cámara legislativa que no responde a su concepción constitucional de carácter territorial, o en la organización de un gran número de instituciones constitucionales que influyen decisivamente incluso en la autonomía política, caso del Tribunal Constitucional, o desde otra perspectiva, caso del Consejo General del Poder Judicial.

A nivel ejecutivo o gubernamental se plantean este tipo de necesidades con una dimensión más práctica y visible para la sociedad vasca.

Ya se ha destacado en diferentes áreas la cuestión de la participación autonómica en los foros europeos. Este es un asunto de la máxima actualidad y que tiene una proyección de futuro, en la medida en que la mayor parte de materias en las que es posible afirmar la existencia de hechos diferenciales previstos en el Estatuto de Gernika (sistema fiscal, competencias en materia de seguridad, de infraestructuras, de promoción económica, etc...), las instituciones vascas tienen cerrada por parte del Gobierno español, la más mínima participación en cualquier foro decisivo de la Unión europea.

Los sucesivos Gobiernos españoles se han negado en redondo a admitir que la proyección europea de las políticas públicas y la participación gubernamental en las instituciones y foros europeos de cualquier índole deba estar adecuada a la organización política interna del Estado español. Incluso el Gobierno español ha mostrado en las negociaciones de los distintos Tratados europeos una de las posiciones más duras y contrarias a la participación de autoridades nacionales y regionales no estatales, de modo que estamos ante una cuestión exigible tanto a nivel interno (cómo se organiza la toma de decisiones del Estado español de cara a Europa) como a nivel externo (cómo se organiza la representación y participación española en las instituciones europeas).

No puede ser, por ejemplo, por incongruente y contrario a los intereses de la sociedad vasca, que el Gobierno español negocie en Europa la política pesquera en una cuestión que afecte exclusivamente a la flota vasca, sin que las instituciones vascas participen y tomen parte eficaz en la construcción y defensa de la posición negociadora.

Otra cuestión relevante la constituye la propia defensa institucional del autogobierno, respecto a la que se producen desequilibrios notables que le permiten al Gobierno español imponer su criterio unilateral en los desencuentros con las autoridades autonómicas, haciendo uso con fines políticos de una amplia gama de instrumentos y tecnicismos jurídicos capaces de anular la autonomía política, suspender el ejercicio de competencias autonómicas o alterar unilateralmente muchas de las políticas públicas autonómicas.

La sociedad vasca se da cuenta, por injusto, de los abusos y de las lamentables consecuencias que tiene pasar una racha de mal entendimiento político con el Gobierno estatal. Más allá del bloqueo al que se somete el desarrollo del autogobierno vasco, se produce, por ejemplo, un incremento de los supuestos en que el presidente del Gobierno español suspende las Leyes aprobadas en el Parlamento Vasco, sin que la CAPV tenga a su alcance ningún instrumento que le permita defender la garantía institucional política del autogobierno vasco.

Aquí cabe entonces esa dialéctica del debate político que presenta al Estatuto de Gernika como una de las cartas políticas de mayor contenido y capacidad de autogobierno en el panorama europeo y una realidad de su aplicación práctica, esto es, un bagaje de posibilidades reales de que las competencias y capacidades de decisión previstas en el mismo sean activadas, lleno de cortapisas y de mecanismos capaces de anular lo escrito.

Por eso consideramos que existen muy pocas garantías políticas del autogobierno vasco y por eso consideramos que uno de los esfuerzos principales de futuro debe orientarse a clarificar el nivel de instrumentos y mecanismos legales eficaces que permiten restituir o defender ‑en definitiva hacer ciertamente real‑ el bagaje teórico que se predica de ese autogobierno vasco.

Finalmente, resta considerar todo un gran apartado en la autonomía financiera que tienen reconocidas las instituciones vascas en el Estatuto de Gernika, donde se han producido en los últimos años muchas tensiones y situaciones contradictorias que han puesto de manifiesto déficits en el mismo sentido de inexistencia de garantías institucionales.

Episodios como los de los recursos en masa de las normas fiscales vascas ante los tribunales de justicia por parte del Estado, que acude al Tribunal europeo para actuar de defensor de las mismas normas antes recurridas, han puesto de manifiesto la necesidad de dotar al autogobierno vasco en materia financiera de una garantía de reconocimiento general que debe proyectarse a nivel europeo para que no quede perturbado en su dimensión de fondo y genere incertidumbres e inseguridades en la sociedad.

La actual fase de negociación de un nuevo Concierto Económico vasco tiene muchas expectativas y necesidades depositadas en su seno, a fin de que la sociedad vasca disponga de un marco de capacidades y relaciones de sus instituciones en el plano económico actualizado y adaptado para poder hacer frente a los retos del futuro en el marco de la actual economía globalizada.

Una etapa que configure un nuevo punto de encuentro, un nuevo Pacto con “garantías” que permita alcanzar consensos básicos aún pendientes y establecer un marco definitivo para la convivencia.
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